COMENTARIOS DE DERECHO DISCIPLINARIO I.

Con la entrada en vigor de la Ley Orgánica 12/2007 de 22 de octubre (en adelante LODGC) se instauró un nuevo Régimen Disciplinario en el Cuerpo de la Guardia Civil,  a la cual están sujetos, de conformidad con su artículo 2, los miembros de la Guardia Civil que se encuentren en cualquiera de las situaciones administrativas en que se mantengan derechos y obligaciones inherentes a la condición de Guardia Civil, así como los alumnos de los Centros Docentes de Formación de la Guardia Civil en la medida en que les sea de aplicación lo preceptuado en dicha Ley Orgánica. Por lo tanto, de conformidad con el principio de legalidad, sólo se puede iniciar expediente disciplinario por las acciones y omisiones prevista en la LODGC.


Toda sanción disciplinaria, en su caso, se impondrá tras la tramitación y resolución del correspondiente disciplinario, el cual se iniciará siempre de oficio, bien por iniciativa del órgano competente para imponer la sanción, bien en virtud de parte disciplinario, denuncia u orden superior, o bien a propuesta de alguna de las Autoridades que están facultadas para instar el ejercicio de la acción disciplinaria, lo cual se establece expresamente en el art. 39.1 LODGC. Incluso el art. 40.1 establece que cualquier miembro del Cuerpo que observe una acción u omisión presuntamente ilícita, siendo indiferente que la misma sea presuntamente cometida por un inferior o superior, debe de poner los hechos en conocimientos de la Autoridad competente para, en su caso, se ordene la incoación del correspondiente expediente disciplinario. Debiendo contener todo parte disciplinario la identidad del presunto infractor, así como del dador del parte, relato de los hechos (no hay porque tipificar los mismos), así como, si los hubiera, testigos de lo sucedido. En este supuesto se tiene que tener en cuenta que el dador del parte disciplinario nunca es parte del procedimiento, sino sólo y exclusivamente es “denunciante” de lo observado; por tanto, no se tiene derecho a entablar acción alguna si contra el presunto infractor no se inicia expediente disciplinario, o si se inicia a conocer el estado y resolución del mismo.

En relación a los diferentes tipos de expedientes disciplinario que se puede incoar por las diferentes faltas, los mismos se dividen en: 1) expedientes por faltas graves y muy graves; 2) expedientes por faltas leves. Siendo los principales trámites de ambos procedimientos:
1.- Procedimiento por falta leve, el cual viene desarrollado en el Capítulo II del Título IV LODGC. Se notifica al expedientado el inicio del expediente y se dispone de un plazo de cinco días para alegar y proponer prueba. Una vez que se practica prueba se vuelve a dar un  plazo de cinco días para realizar alegaciones y posteriormente se resuelve el expediente. Siendo interesante que de conformidad con el art. 50.6 LODGC se dispone de un plazo de dos meses para la resolución del expediente, pasado el cual el expediente debe entenderse caducado, lo cual no significa que los hechos hayan prescrito, ya que los mismos prescriben a los seis meses desde el día los hechos.
2.- Procedimiento por faltas graves y muy graves, viene regulado en el Capítulo III del Título IV LODGC. Se notifica el acuerdo de inicio, dando traslado del mismo al expedientado. Posteriormente y como primera actuación de la Instrucción se tomará declaración al expedientado, tras la cual se practicarán las pruebas que se consideren pertinentes. Una vez que se hayan practicado las diligencias pertinentes se pasará PLIEGO DE CARGOS, el cual contendrá los hechos imputados, la calificación jurídica y la sanción que se estime procedente. Disponiendo de un plazo de diez días para contestarlo, pudiendo proponer prueba y alegar lo que se considere pertinente; también se puede mostrar conformidad con el mismo y cuyo caso se elevará el expediente a la Autoridad competente para su resolución. En el caso que no exista conformidad y se haya propuesto prueba se practicará la mismo si se considera pertinente por la Instrucción. Posteriormente y una vez que se concluya la instrucción del expediente se pasará PROPUESTA DE RESOLUCIÓN, disponiendo igualmente de un plazo de diez días para contestar dicha Propuesta. Pasado dicho plazo se elevará el expediente a la Autoridad con competencia sancionadora para su resolución. La duración de estos tipos de expediente no pueden durar más de seis meses, pues en caso contrario conllevaría a que se declarar su caducidad, lo cual no significa que hayan prescrito los hechos, pues los mismos prescriben a los tres años por presuntas faltas muy graves y dos años por presuntas faltas graves.

Por último y si el expediente iniciado finaliza con la imposición de una sanción se puede interponer un recurso de alzada contra la resolución sancionador, disponiendo para ello de un plazo de un mes desde el día siguiente de la notificación de la resolución, siendo desarrollado el sistema de recursos en el Título VI LODGC. Una vez agotado la vía administrativa, es decir, una vez que se ha resuelto el recurso de alzada si el mismo no es estimado cabe interponer recurso contencioso disciplinario MILITAR ante el tribunal militar competente.
